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¿ES NECESARIA UNA GRAN REFORMA DEL SISTEMA TRIBUTARIO?
Gustavo LOPETEGUI
Buenos Aires, noviembre de 2004
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¿Es necesaria una gran reforma del sistema tributario?
 Lic Gustavo LOPETEGUI(
Una voz casi unánime reclama reformas sustanciales de nuestro sistema tributario. Los empresarios lo tildan de distorsivo, confiscatorio y complejo; los organismos internacionales lo juzgan muy permisivo, y los progresistas le endilgan la inequitativa distribución del ingreso. Los impuestos criollos parecieran ser otra gran excentricidad argentina, otra gran reforma estructural pendiente que de no ser corregida continuaría trabando nuestro desarrollo.
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Sería saludable que antes de repetir estas fuertes aseveraciones diéramos un vistazo sobre lo que hacen al respecto en el primer mundo, o sea una comparación internacional exhaustiva de las principales características de un sistema impositivo: el monto total de impuestos que se cobran, el tipo de tributos que se utilizan, los niveles de gobierno que los recaudan y el grado de evasión fiscal que sufren. Las conclusiones de esta comparación sorprenderían a más de uno (ver cuadro
).

PRESIÓN TRIBUTARIA TOTAL

Para poder comparar el tamaño relativo de la carga impositiva la OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, también conocida como “el club de los ricos”) utiliza el ratio de presión tributaria total en el que expresa el total de la recaudación (de todos los niveles de gobierno) como porcentaje del PBI. Esta razón debe interpretarse como la porción efectiva de la riqueza generada que se dedica al financiamiento de las actividades estatales. Es decir, no se trata de la presión tributaria legal teórica que debe afrontar una empresa o una persona (la cual surgiría de calcular los impuestos vigentes sobre las actividades efectivamente realizadas), sino de la carga efectiva que la sociedad destina al financiamiento público.

Como regla general, se puede afirmar que a medida que los países se han desarrollado han aumentado su presión tributaria, acompañando la mejora del Estado y el incremento de su tamaño. En los países ricos la presión ha pasado de poco más del 10% en 1900, al 26% en 1965 y al 39% en el año 2000; si bien la pendiente de crecimiento se ha suavizado en los últimos años el valor total continua creciendo. Por otra parte, los ocho países de desarrollo medio que también forman parte de la OCDE tenían en el año 2000 una presión del 32%, o sea unos 7 puntos menos que los desarrollados y similar a la que estos tenían en 1975. 

Ahora bien, dentro de estos promedios existen diferencias importantes entre cada país: Japón y USA tienen valores apenas mayores al 30%, España el 36%, Italia el 42% y Dinamarca o Suecia superan el 50%. Por otro lado, mientras algunos países de desarrollo medio como Grecia, Hungría y la República Checa tienen presiones cercanas al 40% otros tienen 25%, como Corea. 

Se podría decir que, a partir de un piso -que se encontraría en las cercanías del 25%- los distintos niveles de presión tributaria no son consecuencia de los diferentes niveles de riqueza obtenidos por cada sociedad, sino más bien del tamaño que cada nación ha optado por otorgar a su “estado del bienestar”, observándose además que el mismo no guarda una relación directa con el PBI, sino más bien con el “modelo de país” que cada sociedad elige (mientras USA y Japón dedican poco menos del 10% de su PBI al pago de beneficios de desempleo, jubilaciones y complemento de ingresos a las familias, Dinamarca y Suecia dedican más del 23% a este tipo de prestaciones sociales).

Dentro de este panorama, y para evaluar la posición de nuestro país, hay que tener en cuenta que los niveles de riqueza actuales de Argentina, Brasil y Chile se ubican en valores similares a los que tenían los países ricos en 1965. A través de este prisma, la presión de Argentina (27%) y Chile (26%) no pueden catalogarse ni como excesivas ni escasas y la de Brasil (33%) estaría dentro del rango alto del promedio. Vale la pena mencionar que los dos países ricos con menor presión tributaria histórica (Japón y USA) tenían valores superiores al 30% cuando su renta era como las actuales de Argentina y Chile. En otras palabras, estamos -junto con los chilenos- dentro del grupo de “presión baja” y de excéntricos tenemos poco, por lo menos en cuanto al monto total de impuestos que pagamos.

EL TIPO DE IMPUESTOS QUE USAMOS

El paso siguiente para comparar el sistema tributario local con el resto del mundo es analizar los tipos de impuestos que lo componen. La OCDE clasifica los tributos en cuatro grandes categorías: ganancias, consumo, seguridad social y patrimonio, y se observa que el crecimiento en la presión tributaria total no ha sido parejo para cada uno de ellos (recordemos que el total creció entre 1965 y 2000 del 26% al 39% del PBI):

· El mayor aumento lo han sufrido los impuestos de la seguridad social, que se duplicaron al pasar del 5% al 10% del PBI. Su participación dentro de la recaudación total creció del 19% en 1965 al 26% en 2000. En este incremento han participado tanto el empleado como el empleador, pero este último en mayor medida.

· La recaudación del impuesto a las ganancias aumentó del 9% al 14% del PBI, manteniendo su participación constante en el total recaudado en alrededor del 36%.

· Los impuestos al consumo subieron “sólo” tres puntos del PBI (del 9% al 12%) perdiendo participación en el total del 36% al 30%. Vale la pena destacar que, dentro de este grupo, los impuestos a los bienes específicos (tabaco, alcohol, combustibles, bienes de lujo) tuvieron una fuerte disminución que fue más que compensada con el aumento de las cargas sobre los bienes generales conseguido a través de la introducción del IVA que también ganó terreno frente a las tasas aduaneras y a otros impuestos sobre bienes generales más antiguos (como el impuesto sobre las ventas).

· Finalmente, el resto de los impuestos (a la propiedad y otros) se mantuvieron constantes en alrededor del 3% del PBI, por lo que su participación relativa bajó del 10% al 8% del total.

Como puede apreciarse, tres tipos de impuestos (los tres “pilares modernos”) recaudan casi el 80% del total en la OCDE: ganancias, IVA y seguridad social. El resto de los impuestos (a la propiedad, aduaneros) son poco significativos en términos de recaudación. Esta concentración responde, entre otras consideraciones políticas y económicas, al establecimiento de determinadas prioridades en la selección de tributos. En primer lugar, facilitar la lucha contra la evasión (resaltando el IVA por los controles cruzados que permite y seguridad social y ganancias por recaer sobre algo  “muy visible” como la nómina salarial). En segundo lugar, permitir una tributación más progresiva (el impuesto a las ganancias es la principal herramienta impositiva para mejorar la distribución del ingreso
). Por último, distorsionar lo menos posible la asignación de recursos del mercado (por eso el IVA ha reemplazado a otros impuestos, como aquellos sobre los bienes específicos y los aduaneros).

En esta misma línea, en los países de ingreso medio de la OCDE la estructura por tipo de impuesto es casi idéntica a la de los ricos con la sola excepción del impuesto a las ganancias donde recaudan “sólo” el 8% del PBI frente al 14% conseguido por los desarrollados. Esta sola diferencia explica los siete puntos menos en la presión total (32% vs. 39%).

Argentina, Brasil y Chile  presentan recaudaciones similares en los impuestos al consumo, a la seguridad social y a la propiedad, pero los tres países sufren un déficit importante en el impuesto a las ganancias -la herramienta tributaria para la progresividad-, aún en comparación con los otros países de ingreso medio.

Argentina y Chile presentan una estructura casi idéntica en todos los sentidos, donde la mayor asignatura pendiente para ambos es el impuesto a las ganancias que recauda sólo el 4% del PBI, siendo este valor el mínimo de todos los países analizados (6% para Brasil, 8% para los de ingreso medio y 14% para los ricos).

Vemos así que los impuestos que utilizamos tampoco pueden catalogarse como “inventos argentinos” y que nuestra única gran excentricidad es que no cobramos impuestos a las ganancias como sí lo hacen todos los demás. Corregir esta asimetría debería considerarse una reforma estructural (vale la pena mencionar que de los 14 puntos que recauda por ganancias el primer mundo nada menos que 10 puntos corresponde a las personas y sólo 4% a las empresas).

Como todas estas reflexiones se basan en datos del año 2000 no está reflejada la aparición de los dos nuevos impuestos heredados de la crisis (retenciones a las exportaciones y el impuesto a las transacciones financieras) que están ausentes en todo el mundo moderno. Sin duda, y en la medida que las condiciones sociales y presupuestarias lo permitan, su paulatina eliminación sería consistente con la experiencia internacional.

LOS NIVELES DE GOBIERNO QUE LOS RECAUDAN

El nuevo karma que tenemos que soportar de los adalides de la ortodoxia local es el mito de la falta de correspondencia fiscal de las provincias argentinas. Según este credo, la innata irresponsabilidad de nuestros gobernadores se potencia por el hecho de que una parte muy importante de los ingresos provinciales proviene de impuestos cuya recaudación se ha delegado a la Nación. Así, es muy habitual escuchar o leer que “hasta que los gobernadores no tengan que recaudar y sigan viviendo de la coparticipación, continuarán con sus gastos populistas y clientelares”.

Una vez más, si miramos al mundo moderno nos daríamos cuenta de que la falta de correspondencia fiscal más que un “cáncer argentino” es un “efecto secundario universal”. Conforme el Estado avanza en la provisión de bienes públicos que exceden lo que era primordial en el siglo XIX (defensa y seguridad) el margen para descentralizar el gasto se ha ampliado. Ello ha tenido lugar con temas fundamentales como la salud, la educación, la cobertura social y cierta infraestructura, en donde la ejecución del gasto se intenta llevar lo más cerca posible del ciudadano en el convencimiento de que así se podrá responder a las demandas en forma más acertada y dinámica. Más allá de que uno esté de acuerdo o no con esta proposición, todos los países del primer mundo han delegado a los gobiernos subnacionales gran parte de la educación, la salud, la seguridad y la asistencia social; Argentina también.
En contraste, en lo relativo a los ingresos la descentralización se encuentra con importantes escollos técnicos y políticos. Por un lado, los tres pilares básicos anteriormente descritos (ganancias, IVA y contribuciones a la seguridad social) enfrentan serias dificultades técnicas para la descentralización
, por lo que la consolidación de la estructura tributaria en torno a los mismos hace que los gobiernos subnacionales puedan gravar sólo bases inmóviles, cuyo peso relativo es muy reducido. Por ende, las posibilidades de descentralización son muy limitadas y están relacionadas generalmente con impuestos como el inmobiliario, sobre tierras libres de mejoras, algunos bienes personales y tasas retributivas (por ejemplo la tasa de Alumbrado, Barrido y Limpieza en la Argentina).

Es así que el promedio de la recaudación central en los países federales de la OCDE es del 74% del total y en los unitarios del 84%, o sea que en todo el mundo priman -por mucho- los impuestos recaudados por una autoridad única. El 82% recaudado por el gobierno federal argentino no parece anómalo, situándose algo por encima del promedio correspondiente a los países federales
.

Ahora bien, existen diferencias importantes entre países: dentro del grupo de los federales el gobierno central de México recauda el 97%, el de Australia 81% y el de Austria 83% mientras en el extremo menos centralizador el gobierno federal de USA recauda el 70%, el de Suiza 66% y el de Canadá 56%. Entre los países unitarios, los gobiernos nacionales del Reino Unido (95%), Francia (91%) y España (83%) son muy centralizados, mientras que los de Suecia (70%) y Dinamarca (67%) dejan un mayor espacio a la recaudación municipal.
Estas diferencias son el resultado de complejos procesos históricos desde la conformación de cada Estado y de cuyas peculiaridades individuales no pueden extraerse tendencias. Sin embargo -y entrando en las limitaciones políticas a la descentralización tributaria- dentro del abrumador protagonismo de los gobiernos centrales, aquellos países con mayor descentralización cuentan con una condición sine qua non para la misma: la relativa igualdad en la riqueza de cada una de las regiones que los componen. Esto es así porque en países con asimetrías regionales importantes descentralizar tributos significaría cristalizar -y hasta agravar- esas diferencias, o sea condenar al atraso a los atrasados. El primer mundo ha hecho y hace todo lo contrario, es decir se preocupa de corregir las asimetrías.

En suma, la diferencia en los niveles de descentralización óptimos y factibles entre los gastos y los recursos dan lugar a los desequilibrios verticales, denominación dada al hecho de que los gobiernos subnacionales recauden por sí mismos sólo una parte de lo que gastan. Estos desequilibrios verticales son la norma en el mundo moderno y sólo pueden ser resueltos por transferencias verticales, esto es desde el nivel más idóneo para recaudar (el gobierno central) hacia los niveles más idóneos para gastar (las provincias y municipios).

Si bien es cierto que Argentina presenta un elevado nivel relativo de desequilibrio vertical, este es muy similar al de, por ejemplo, Australia y España (país unitario pero con regiones fuertemente autónomas) e inferior al del Reino Unido, Dinamarca o México. Naturalmente es superior al de Estados Unidos y al de Canadá, países normalmente citados como ejemplos por los impulsores de la descentralización tributaria.

Como decíamos más arriba, estos países con mayor descentralización tributaria presentan una baja dispersión en la riqueza entre sus distintas regiones, algo que no ocurre en la Argentina. En otras palabras, para poder descentralizar tributos sin agravar la desigualdad regional es necesario que exista previamente una base tributaria regional, requisito que en nuestro país no se cumple.


Los Estados Unidos están compuestos por cincuenta estados con niveles de ingreso per cápita del orden del 30% superior al promedio del país para los más prósperos y 30% inferior para los menos desarrollados. Quiere decir que los más ricos tienen una renta el 85% superior a los más pobres (130% versus 70%). Esta relativa igualdad en la renta per cápita de los 50 estados de USA no es algo que se haya dado naturalmente. Antes de la crisis del ‘30 los estados del sur eran sustancialmente más pobres que el promedio y emergieron de este atraso relativo con la implementación de políticas públicas expresamente diseñadas al efecto.

Entre las doce regiones canadienses esta diferencia es un poco mayor, llegando a una relación de dos a uno entre el ingreso per cápita del grupo más rico y el del más pobre (170% del promedio versus 75%). En la Argentina, es aún mucho más marcada: entre cinco y seis veces. Si se toman las cuatro jurisdicciones más ricas se aprecia que tienen el 240% de la renta promedio, mientras que las ocho más pobres poseen una renta que es apenas la mitad de la media. En este contexto, cualquier descentralización previa al desarrollo de las regiones menos favorecidas, si no es compensada por algún otro tipo de transferencia sólo generará mayor inequidad.

En resumen, si bien en Argentina existe un desbalance vertical relativamente importante, su nivel no aparece como inadecuado y este “efecto secundario universal” es el precio que se paga para poder utilizar impuestos modernos (no distorsivos, difíciles de evadir y progresivos) y para contar con herramientas que ayuden a disminuir las asimetrías regionales.

Todo esto no significa que la falta de una actitud responsable de los gobiernos subnacionales respecto de la recaudación no constituya un problema. Al optar por convivir con desequilibrios verticales (eligiendo el mal menor) lo que se intenta es atacar sus consecuencias con otro tipo de medidas, fundamentalmente acuerdos o pautas fiscales entre los niveles de gobierno, aún a sabiendas de que son herramientas imperfectas y cuyos contenidos no son siempre respetados (el tratado de Maastricht en la UE, las constituciones estaduales de USA y la ley de responsabilidad fiscal de Brasil son ejemplos paradigmáticos de buenos intentos tanto en su sofisticación como por la regularidad con que son violados).
LA EVASIÓN FISCAL

Hasta aquí hemos comprobado que no somos unos anormales en cuanto al monto total de impuestos que pagamos, que los tributos que usamos son de “última generación” y que la preponderancia del gobierno central en la recaudación es un hábito universal. Entonces ¿está todo bien? Lamentablemente la comparación que estamos realizando detecta un problema crucial que se llama evasión fiscal: los niveles de incumplimiento de los impuestos legislados son muy elevados en Argentina. Siguen algunas consideraciones sobre esta grave enfermedad que nos aqueja. 

Aunque parezca una obviedad, hay que aclarar que ningún país tiene evasión cero. Los valores de los países con menor incumplimiento (Nueva Zelanda 5%, Suecia 5,4%, Israel 7,8%) muestran cifras muy bajas pero no inexistentes; esto es importante a la hora de pensar objetivos realistas en la lucha contra la evasión.

Por otro lado existe una correlación negativa entre evasión y prosperidad, es decir que -más allá de la dirección de la causalidad y de si ésta existe o no- altos niveles de desarrollo se conjugan con bajos niveles de evasión. Esta conclusión forma parte de una observación más amplia según la cual el desarrollo no es posible sin el respeto de la ley. El cumplimiento impositivo es una falta de respeto más a la ley dentro del marco institucional general.

Argentina tiene un nivel de incumplimiento del alrededor del 35% que la encuadra como un país de alta evasión pero no excepcional (comparado con el 37% de México, el 36% de Colombia, el 30% de Uruguay y el 22% de España). 

Chile -con el 23%- tiene una posición envidiable en América Latina; por lo tanto, la brecha que separa a la Argentina de  Chile (de 35% a 23%) podría ser un objetivo razonable de mejora de mediano plazo para nuestros organismos recaudadores.

Más allá de la pérdida de recursos por parte del Estado que el elevado nivel de evasión argentino conlleva, existen consecuencias microeconómicas muy graves que no suelen ser suficientemente destacadas ni señaladas como la distorsión impositiva por excelencia, y que resultan un gran escollo para el progreso.

Al inicio de la nota veíamos que la presión tributaria promedio de Argentina es del 27%; sin embargo, este valor presenta valores muy disímiles según la propensión a evadir de cada empresa o persona. En un extremo se encuentran aquellos contribuyentes dispuestos a correr todos los riesgos asociados con evadir lo máximo posible. Este grupo termina tributando alrededor del 7% de la cifra de facturación de su negocio dada la imposibilidad de evadir el total de la carga (por ejemplo, no es posible evadir el IVA ni los impuestos locales de las facturas de servicios públicos como la luz, el agua, el teléfono o el gas, o en las compras de combustibles, o a proveedores que no evaden, etc.). En el otro extremo se hallan los contribuyentes que optan por cumplir con toda la carga tributaria legislada, ya sea por convicción, por imposibilidad fáctica o por mandato de sus accionistas. Este grupo termina soportando una tributación del orden del 45% de sus ventas. Los casos intermedios, en los que no se declara una parte del giro del negocio (lo que se conoce como “facturación con medio IVA”, es decir, 50% en blanco y 50% en negro), enfrentan una carga del orden del 25%, similar a la presión tributaria promedio.


Que existan en un mismo sector empresas “truchas” (subsidiadas por la evasión) junto a empresas formales, hace que la rentabilidad de las que pagan todos sus impuestos se vea fuertemente afectada. Por ejemplo, las empresas que invierten en bienes de capital modernos (no disponibles en negro) se ven obligadas a trabajar en blanco, por lo que sufren una carga desproporcionada frente a sus competidores que no lo hacen. El mismo razonamiento es aplicable a aquellas empresas exportadoras (por la naturaleza misma de su actividad), las que logran venderles a las grandes empresas (a las que generalmente no se les puede facturar en negro), las que acceden al crédito bancario (difícil si los balances en blanco son peores que los reales), las que invierten en capital humano de largo plazo (que requiere coberturas e incentivos que no pueden darse en negro) y las que realizan actividades “delatoras” como la publicidad o un fuerte crecimiento de su negocio.

Es decir, para las empresas aspirantes a realizar cualquiera de las acciones arriba citadas -todas relacionadas con mejoras de la productividad y modernización- termina existiendo un castigo relativo – no poder evadir- que las pone en desventaja frente a aquellas que continúan trabajando con niveles de productividad o modernización menores. Además, al ser más sencillo para los órganos recaudadores fiscalizar a las empresas de mayor tamaño (los denominados “grandes contribuyentes nacionales y de agencia”), existe un incentivo a no crecer. Ello se debe a que el aumento del volumen del negocio torna más visibles las actividades para el fisco y la ventaja competitiva de poder evadir tiende a desaparecer, mientras que los competidores que no crecen pueden seguir gozando de ese beneficio.

En otras palabras, al convivir en el mismo sector empresas con diferentes niveles de evasión, todas las actividades que generen mejora de la productividad y crecimiento están siendo penalizadas por la pérdida de la ventaja competitiva que significa evadir. Las grandes empresas pueden defenderse mejor de este drenaje, ya sea porque actúan en sectores donde estructuralmente no se puede evadir (por ejemplo en los servicios públicos) o porque sus ventajas de costos son tales que la pérdida de rentabilidad no resulta fatal. Esta competencia desleal es una de las principales razones del atraso de las Pymes, por lo que -paradójicamente- la principal política de fomento a las mismas debería ser la lucha contra la evasión.

CONCLUSIONES

Pensar que nuestros problemas fiscales se resolverían con una gran reforma tributaria y que esta no se realiza debido a la mano negra de los intereses creados, puede servir para tranquilizar conciencias, para declamar en un programa de televisión o para soñar que con un pase mágico legislativo pueden resolverse problemas estructurales. Peor aún, la mejor manera de no resolver los problemas es perder el tiempo en tratar de cambiar lo que está bien. 

Anunciar que nuestros impuestos legislados no están tan mal y que disminuir la evasión fiscal debería convertirse en una “causa nacional” es algo mucho menos mediático. Si bien la alta evasión no constituye un problema exclusivo de nuestro país, un desarrollo sustentable de nuestra sociedad no será posible sin reducir los niveles de incumplimiento. Por ende, cualquier cambio en nuestros impuestos debería priorizar el dificultar la evasión.

Una revolución silenciosa que año tras año acote los grados de libertad del incumplimiento es la medicina que deberíamos empezar a tomar, por más insulsa, ardua y aburrida que esta receta pueda resultar.

Lic. Gustavo LOPETEGUI
Buenos Aires, noviembre de 2004.
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( Ministro de la Producción de la Provincia de Buenos Aires.


� Fuente: OCDE, Revenue Statistics, www.ocde.org


� Si bien es cierto que el impuesto a las ganancias es el más “progresivo”, vale la pena hacer notar que la gran palanca pública en la distribución del ingreso es el gasto público, más que cómo se recaudan los ingresos del Estado. El tamaño y el tipo de programas que componen el “estado del bienestar” (salud, educación, seguro de desempleo, jubilaciones) son los que tienen un impacto mayor en la inclusión social y la igualdad de oportunidades aún en países donde el impuesto a las ganancias es preponderante (como los escandinavos).


� Si bien el Impuesto a las Ganancias a las personas físicas es el único “moderno” que técnicamente puede descentralizarse, la hiperconcentración de domicilios fiscales en la Capital Federal bloquea también esta alternativa en nuestro país.


� A los efectos de la correspondencia fiscal, la distinción entre países federales y unitarios pierde algo de sentido ya que en la actualidad muchos países organizados políticamente como unitarios han descentralizado su gasto igual o más que los federales (por ejemplo España o el Reino Unido). 
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